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RV: CONTESTACION DEMANDA 110013335021 2022 00345 00

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
Lun 17/07/2023 2:07 PM

Para:Juzgado 21 Administrativo Seccion Segunda - Bogotá - Bogotá D.C.
<jadmin21bta@notificacionesrj.gov.co>
CC:Andrés Muñoz <amunozabogadoschaustre@gmail.com>

Cordial saludo,  
                    
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo
siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

 
Atentamente,  
 GPT

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 

De: Andrés Muñoz <amunozabogadoschaustre@gmail.com>
Enviado: lunes, 17 de julio de 2023 12:16
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Juzgado 21 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. <admin21bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: CONTESTACION DEMANDA 110013335021 2022 00345 00
 
Señores
JUZGADO VEINTIUNO ADMINISTRATIVO CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SECCIÓN
SEGUNDA    
 E. S. D.

 
Demandante: MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ –
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL
Radicado: 110013335021 2022 00345 00 
 

ANDRÉS DAVID MUÑOZ CRUZ, domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C., identificado con la
cedula de ciudadanía número No. 1.233.694.276 de Bogotá, y con la tarjeta profesional número
393.775 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado de la parte
demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL DE BOGOTÁ conforme al poder que me
fue conferido, por medio del presente escrito y estando dentro del término legal, procedo a remitir
a su Honorable Despacho CONTESTACIÓN DE DEMANDA en documento PDF
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 CONTESTACION DEMANDA MARIA CRISTINA MARIN …

Cordialmente, 

Andrés David Muñoz Cruz
Abogado
Chaustre Abogados S.A.S.
Carrera 16 A No. 80-06 Of. 507.
Tel. 3005071394 / 6368670.
www.chaustreabogados.com.
Este mensaje y sus archivos adjuntos van dirigidos exclusivamente a su destinatario pudiendo contener información confidencial sometida

a secreto profesional. No está permitida su reproducción o distribución sin la autorización expresa de CHAUSTRE ABOGADOS S.A.S. Si

usted no es el destinatario final por favor elimínelo e infórmenos por este mismo medio. De acuerdo con la Ley Estatutaria 1581 de 2012

de Protección de Datos y con el Decreto 1377 de 2013, el Titular presta su consentimiento y/o autoriza para que sus datos, facilitados

voluntariamente, pasen a formar parte de una base de datos, cuyo responsable es CHAUSTRE ABOGADOS S.A.S. cuyas finalidades son:

la gestión administrativa de la entidad, así como la gestión de carácter jurídica, informativa de servicios y   comercial o envío de

comunicaciones sobre aliados comerciales y sus productos como apoyo a la labor de la firma.                                                                

          

Puede usted ejercitar los derechos de acceso, corrección, supresión, revocación o reclamo por infracción sobre sus datos, mediante escrito

dirigido a CHAUSTRE ABOGADOS S.A.S.  a la dirección de correo electrónico a info@chaustreabogados.com, indicando en el asunto el

derecho que desea ejercitar, o mediante correo ordinario remitido a CARRERA 16 A N° 80-06  oficina 507  Bogotá D.C.
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Señor Juez  

JUZGADO VEINTIUNO ADMINISTRATIVO CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SECCIÓN SEGUNDA 
E.     S.         D.  
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Dr. Rosse Maire Mesa Cepeda 
 
Demandante:                            MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ 
demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, DISTRITO 

CAPITAL DE BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 

Radicado:   110013335021 2022 00345 00 

 

 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 
ANDRES DAVID MUÑOZ CRUZ, domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C., identificado con la 
cedula de ciudadanía número No. 1.233.694.276 de Bogotá, y con la tarjeta profesional 
número 393.775 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado de 
la parte demandada BOGOTA-SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL conforme al poder que 
me fue conferido, por medio del presente escrito y estando dentro del término legal, 
procedo a contestar la demanda promovida en los siguientes términos: 

 

I. DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y condenas de la demanda por carecer 
de fundamentos de hecho y de derecho en ese sentido: 
 
PRIMERA: Me opongo a estas pretensiones porque mediante la Resolución No. 2600 del 
17/03/2022 se negó el reajusto de la pensión de invalidez, en virtud de que la docente MARIA 
CRISTINA MARIN JIMENEZ el 18/07/2011, se le reconoció y ordeno el pago de una Pensión 
de Invalidez mediante la Resolución No. 3561 del 18/07/2011 por registrar una pérdida de 
capacidad laboral del 75.3 %. Que de conformidad con el literal B del artículo 40 de la Ley 
100 de 1.993 menciona “El 54 % del ingreso base de liquidación, más el 2 % de dicho ingreso 
por cada 50 semanas de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las 
primeras 800 semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es igual 
o superior al 66 %”. Revisando el caso en concreto se determinó que la pensión de invalidez 
de la parte actora, estaría calculado sobre el 54% por presentar pérdida de capacidad laboral 
superior al 66% como base de cálculo para la mesada pensional, por lo cual no es posible 
reajustar la prestación social. 
 
Así mismo es importante indicar que quien realiza el reconocimiento de estas prestaciones 
sociales es el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A. 
entes autónomos e independientes a mi representada. Por lo cual la única función de la SED 
es proyectar el respectivo acto administrativo que en ultimas es aprobado por el Fomag. 
 
SEGUNDA: Me opongo a estas pretensiones, en virtud de que NO es posible reliquidar la 
prestación solicitada, así mismo el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez está a 
cargo de la Fiduciaria LA PREVISORA S.A. en nombre de la NACIÓN-MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
ya que la única función del ente territorial es elaborar el respectivo acto administrativo que 
en ultimas debe ser aprobado por el FOMAG. 
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TERCERO: Me opongo a estas pretensiones porque el pago está a cargo de la Fiduciaria LA 
PREVISORA S.A. en nombre de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONALFONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. En caso de encontrarse probado 
algún daño, son estas entidades las que deben realizar el reconocimiento y posterior pago 
de las mesadas pensionales dejadas de percibir y los intereses moratorios si los hubiera. 
Adicionalmente, lo aquí pretendido. 
 
CUARTO: Me opongo a esta pretensión toda vez que no se ha proferido una sentencia. 
 

QUINTO: Me opongo a la condena en costas toda vez que BOGOTÁ D.C.-SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEL DISTRITO ha cumplido con los deberes legales asignados mediante la Ley 91 
de 1989, Ley 562 de 2005 en el artículo 56 y demás normas concordantes. 

 

 

II. FRENTE A LOS HECHOS 

PRIMERO: ADMITO EL HECHO, de conformidad con las pruebas aportadas.  
SEGUNDO: ADMITO EL HECHO, de conformidad con las pruebas aportadas. 
TERCERO: NO ME CONSTA, deberá ser probado por la parte actora. 
CUARTO: NO ES CIERTO, ya que la docente MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ el 18/07/2011, 
se le reconoció y ordeno el pago de una Pensión de Invalidez mediante la Resolución No. 
3561 del 18/07/2011 por registrar una pérdida de capacidad laboral del 75.3 %. Que de 
conformidad con el literal B del artículo 40 de la Ley 100 de 1.993 menciona “El 54 % del 
ingreso base de liquidación, más el 2 % de dicho ingreso por cada 50 semanas de cotización 
que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras 800 semanas de 
cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es igual o superior al 66 %”. 
Revisando el caso en concreto se determinó que la pensión de invalidez de la parte actora, 
estaría calculado sobre el 54% por presentar pérdida de capacidad laboral superior al 66% 
como base de cálculo para la mesada pensional, por lo cual no es posible reajustar la 
prestación social. 
QUINTO Y SEXTO: NO LE CONSTA, a la entidad que represento y será el Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio la entidad que deberá desvirtuar o confirmar lo dicho por la parte 
actora, así mismo este deberá ser demostrado por la demandante. 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

La oposición a las pretensiones presentadas y las excepciones que se propondrán en el 
siguiente acápite se basan en: 
 

3.1 RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES  
 
El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se creó mediante lo establecido 
en los artículos 2° y 3° de la Ley 91 de 1989, a su vez, el artículo 5° de esta Ley estableció los 
objetivos de la entidad. 
 

“ARTÍCULO 2. De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 
entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con 
el personal docente, de la siguiente manera: 

 (…)  
5. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a 
partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación 
y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero 
las entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de 
Ahorro o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que 
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resulten adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, 
por concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  
 
ARTÍCULO 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 
una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 
(sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 
deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 
del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional. 
 
ARTÍCULO 5. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los 
siguientes objetivos: 

1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado.  

2. Garantizar la prestación de los servicios médico asistenciales, que contratará con 

entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.  

3. Llevar los registro contable y estadísticos necesarios para determinar el estado de los 

aportes y garantizar un estricto control del uso de los recursos y constituir una base 

de datos del personal afiliado, con el fin de cumplir todas las obligaciones que en 

materia prestacional deba atender el Fondo, que además pueda ser utilizable para 

consolidar la nómina y preparar el presupuesto en el Ministerio de Hacienda.  

4. Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes que le 

corresponden e igualmente transfiera los descuentos de los docentes.  

5. Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de Prestaciones del 

Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus obligaciones. (…)” 

 
3.3 LIQUIDACIÓN DE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN PARA LOS DOCENTES VINCULADOS AL 

SERVICIO PÚBLICO EDUCATIVO FORMAL. 
 
La Ley 100 de 1993 estableció que el Sistema General de Pensiones previsto en esta norma 
se aplicaría a todos los habitantes del territorio nacional, salvo las excepciones previstas en el 
artículo 279 Ibídem, dentro de las cuales se incluye los afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Posteriormente, el artículo 81 la Ley 812 de 2003 dispuso que el régimen prestacional de los 
docentes nacionales, nacionalizados y territoriales que se encontraban vinculados al servicio 
público educativo oficial, era el establecido en las disposiciones vigentes a la fecha de 
expedición de la mencionada ley y los docentes vinculados con posterioridad a su expedición 
tendrían los derechos pensionales establecidos en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. 
 
Así mismo, el Acto Legislativo 01 de 2005 reiteró el cambio de régimen pensional establecido 
en la Ley 812 de 2003 y reafirmó la mencionada excepción del régimen pensional de los 
docentes, cuyo tenor dispone: 
 
“A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes especiales ni 
exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al Presidente de la República 
y a lo establecido en los parágrafos del presente artículo". 
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En consecuencia, de la normatividad antes señalada, se puede concluir que para determinar 
el régimen pensional aplicable al sector docente se debe tener en cuenta la fecha de 
vinculación, ya que si se trata de una persona vinculada con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley 812 de 2003, se aplica el régimen pensional que se encontraba vigente al 
momento de expedición de esta norma y si su vinculación es posterior a la entrada en vigencia 
de la referida ley, tendrán los derechos pensionales del régimen de prima media establecido 
en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. 
 
Aunado a lo anterior, es necesario destacar que el valor de la pensión mensual debe ser 
calculado únicamente sobre los factores que hayan servido de base para calcular los aportes 
sin que se pueda incluir otro factor diferente. Así lo dispuso el artículo 3º de la Ley 33 de 1985, 
disposición modificada por el artículo 1º de la Ley 62 de 1985 cuyo texto señala: 
 
“Artículo 1°. Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier Caja de 
Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja, ya sea que 
su remuneración se impute presupuestalmente como funcionamiento o como 
inversión. 
 
Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes 
proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los 
siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, 
gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; 
dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. 

 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se 
liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.” 
 
Lo anterior quedó definido por el Consejo de Estado en Sentencia de Unificación del 25 de 
abril de 2019 SUJ-014-CE-S2-19. En esta providencia, señaló el máximo órgano de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa que la aplicación de cada uno de los regímenes 
pensionales de los docentes, se encuentra condicionado a la fecha de ingreso o vinculación 
de cada docente, además, señaló los factores que se deben tener en cuenta para la liquidación 
de la pensión. 
 
“De acuerdo con el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, son dos los 
regímenes prestacionales que regulan el derecho a la pensión de jubilación y/o vejez 
para los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 
público educativo oficial. La aplicación de cada uno de estos regímenes está 
condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al servicio educativo oficial de cada 
docente, así: 
 
En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la 
vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación 
para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los factores que se 
deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado los respectivos 
aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir 
ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo. 
 
De acuerdo con lo anterior, se puede concluir que para los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales vinculados al servicio público educativo oficial con anterioridad 
a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 resulta aplicable el régimen de pensión 
ordinaria de jubilación previsto en la Ley 33 de 1985, régimen que tiene definido como el 
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ingreso base de liquidación el setenta y cinco por ciento (75%) de los factores salariales 
devengados en el último año de servicio sobre los cuales se realizaron aportes sin que se 
puede incluir otro factor salarial 
 
No obstante, la anterior interpretación fue modificada por medio del reciente pronuncia-
miento jurisprudencial contenido en la sentencia de unificación del 28 de agosto del 2018 , 
emitida por la Sala Plena de la misma corporación, donde se señala la necesidad de cambiar 
la jurisprudencia en la medida que, la que se venía aplicando contrariaba el principio de 
solidaridad en materia de seguridad social, así el Honorable Consejo de Esta-do, puntualizó: 
“… 
 
A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación, en la 
sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el artículo 3 de la Ley 33 de 
1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales que conforman la base de 
liquidación pensional, sino que los mismos estaban simplemente enunciados y no impedían 
la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante el último año de 
prestación de servicio, va en contravía del principio de solidaridad en materia de seguridad 
social. La inclusión de todos los facto-res devengados por el servidor durante el último año 
de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de las 
expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario todas las 
sumas que habitual y periódicamente recibe el empleado como retribución por sus servicios” 
con fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia laboral y 
progresividad; sin embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad 
del legislador, el que, por virtud de su libertad de configuración en-listó los factores que 
conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base…”.  
 
En idéntico sentido, consideró el Honorable Consejo de Estado, que el cambio de unificación 
jurisprudencial, por medio de la cual indica que debe tomarse solo los factores sobre los que 
se han efectuado los aportes, no pone en riego la garantía del derecho a la pensión del resto 
de los habitantes, si no por contrario asegura la viabilidad financiara del sistema; al respecto 
señaló: 
 
 “…102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta 
solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las finanzas del sistema 
ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de habitantes 
del territorio colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado, en acatamiento de los 
principios constitucionales de universalidad y eficiencia. 103. Por el contrario, con esta 
interpretación (i) se garantiza que la pensión de los beneficiarios de la transición se liquide 
conforme a los factores sobre los cuales se ha cotizado; (ii) se respeta la debida 
correspondencia que en un sistema de contribución bipartita debe existir entre lo aportado 
y lo que el sistema retorna al afiliado y (iii) se asegura la viabilidad financiera del sistema 
 
La hermenéutica jurídica lleva a concluir que esta afectación financiera de la que habla la 
aludida sentencia de unificación y los criterios planteados para la fijación de la base de 
liquidación pensional, son factores que se deben extender al régimen pensional docente, 
precisamente para salvaguardar la estabilidad de dicho sistema. 
 
PENSION DE SOBREVIVIENTE 
 
De conformidad con el literal B del artículo 40 de la Ley 100 de 1.993 menciona “El 54 % del 
ingreso base de liquidación, más el 2 % de dicho ingreso por cada 50 semanas de cotización 
que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras 800 semanas de 
cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es igual o superior al 66 %”. 
Revisando la solicitud y documentación allegada por el docente se determina que el monto 



 

 

 

Bogotá D.C. – Colombia. 
www. chaustreabogados.com  

Carrera 16A No.80-06 oficina 507 

mensual de la pensión de Invalidez de la Señora MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, 
identificada con C.C.41.785.393, estaría calculado sobre el 54% por presentar pérdida de 
capacidad laboral superior al 66% como base de cálculo para la mesada pensional.  
 
Que, con base en los considerandos anteriormente expuestos, no es posible ajustar la 
Pensión de invalidez de la docente MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con 
C.C.41.785.393, por incremento en su pérdida de capacidad laboral.  
 
Que son disposiciones aplicables entre las Leyes 33 de 1985, la 91 de 1989, la 962 de 2005, 
los Decretos 3135 de 1968, el 1848 de 1969, el 1075 de 2015 modificado por el 1272 de 2018 
y la Resolución 513 de 2016. 
 

3.4 FUNCIONES DE LA SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL 

El artículo 56 de la Ley 962 de 2005 asignó a las Secretarías de Educación de la Entidad 
Territorial a la que se encuentre vinculado el docente la elaboración del proyecto del acto 
administrativo por el cual se concederá el pago de las prestaciones sociales por parte del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: 

 
“ARTÍCULO 56. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante 
la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 
cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma 
del Secretario de Educación de la entidad territorial.” 

 
El citado artículo, fue reglamentado mediante el Decreto 2831 de 2005, el cual estableció en 
el artículo 3° la forma en que las Secretarías de Educación cumplirían con la obligación 
asignada a través del artículo 56 de la Ley 962 de 2005: 
 

“Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de 
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 
 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá:  
 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo.  

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo 

de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 

causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente.  

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 

los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 

descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
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4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 

administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 

2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 

administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 

previstos en la ley.  

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 

de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva 

constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 

que estos se encuentren en firme.  

 
Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos 
contra las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento aquí 
establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan 
adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y 
penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por parte de la 
autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal 
Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo.” 

 
4. JURISPRUDENCIA APLICABLE  
 
Se encuentra aplicable lo estudiado por el Consejo de Estado en la sentencia de veinticuatro 
(24) de octubre de dos mil diecinueve (2019), radicado número 73001-23-33-000-2014- 
00120-01(4886-14), Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ.  
 
De igual manera, se encuentra lo establecido en las sentencias de fecha cinco (05) de 
diciembre de dos mil trece (2013), radicado número 25000-23-25-000-2009-00467-01(2769- 
12), Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, y de fecha dos (02) de diciembre de 
dos mil diecinueve (2019), radicado número 25000-23-42-000-2012-01293(0775-15), 
Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ, conforme a ello, las entidades 
territoriales-Secretarías de Educación carecen de legitimación por pasiva en los procesos 
judiciales donde se busque el reconocimiento de prestaciones sociales porque es el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio la entidad que le corresponde aprobar o 
improbar el proyecto de resolución elaborado por la Secretaría de Educación.  
 
En el mismo sentido, en el auto de fecha 26 de abril de 2018, dentro del radicado número 
68001-23-33-000-2015-00739-01(0743-2016), Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ 
GÓMEZ, el Consejo de Estado indicó: 

 
“(…) en los procesos judiciales de nulidad y restablecimiento del derecho promovidos 
ante esta jurisdicción contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los 
que se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es procedente la 
vinculación de las entidades territoriales. 

 
Finalmente, el Tribunal Administrativo de Boyacá en sentencia de veinticinco (25) de junio 
de dos mil dieciocho (2018), radicado número 15238-3333-752-2015-00221-01 indicó que 
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los docentes pensionados están obligados a pagar su afiliación a salud de conformidad con 
el numeral 5° del artículo 8° de la Ley 91 de 1989. Y que la prohibición de hacer esos 
descuentos solo aplica para los afiliados al Régimen de la Ley 100 de 1993. 
 
5. CASO CONCRETO  
 
Teniendo en cuenta la normatividad expuesta, la participación de la Secretaría de Educación 
del Distrito de Bogotá es en calidad de una delegación contenida del artículo 56 de Ley 962 
de 2005, reglamentado mediante el Decreto 2831 de 2005, especialmente por lo establecido 
en su artículo 3°. Lo establecido en estas normas asigna como función la de proyectar el acto 
administrativo que decidirá sobre la petición hecha por el docente para el reconocimiento 
de las prestaciones sociales. Sin embargo, será la Sociedad Fiduciaria la que tiene a cargo 
aprobar o improbar el acto administrativo para que posteriormente sea suscrito por el 
Secretario de Educación. 
 
 A pesar de que el acto administrativo sea suscrito por el Secretario de Educación, el acto 
administrativo es expedido por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
pues es esta entidad la que tiene a cargo el reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales.  
 
Por otra parte, la jurisprudencia del CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, antes relacionada, ha encontrado que la delegación 
no da lugar a la legitimación material en la causa por pasiva a la Secretaría de Educación de 
Bogotá, es decir, la entidad que represento no está llamada ni obligada a responder por 
ninguna de las pretensiones que se presenten en las demandas en contra del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, incluido el presente caso. 
 

IV. EXCEPCIONES DE FONDO 

 De conformidad a lo expuesto en los Fundamentos de la Contestación de la Demanda, 
propongo las siguientes excepciones: 
 

1. Legalidad De Los Actos Acusados  

Fundo la presente excepción en lo establecido en el artículo 88 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo:  

 
“ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos 
administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no 
podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se 
levante dicha medida cautelar.” 

 
En ese sentido, el autor JOSÉ ROBERTO DROMI en el texto “Manual de Derecho 
Administrativo” definió la presunción de legalidad así: 
 

“La presunción de validez del acto administrativo mientras su posible nulidad no haya 
sido declarada por autoridad competente. La presunción de legitimidad importa; en 
sustancia, una presunción de regularidad del acto, también llamada presunción de 
“legalidad”, de “validez”, de “juridicidad” o de pretensión de legitimidad  
(…)  
Es la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, dictado en armonía 
con el ordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad con que se mueve la 
actividad estatal. La legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; 
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por eso crea la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que 
respetan las normas que regulan su producción”. 

 
De igual manera, JAIME ORLANDO SANTOFIMIO, en su texto “Acto Administrativo, 
procedimiento, eficacia y validez” expone que la presunción se deprende del hecho supuesto 
de que la administración ha cumplido íntegramente con la legalidad preestablecida en la 
expedición del acto, lo que hace desprender a nivel administrativo importante consecuencia 
entre ellas, la ejecutoriedad del mismo. 
 
Finalmente, se resalta que la actuación de la Secretaría de Educación del Distrito frente a la 
parte demandante corresponde con lo ordenado por la normatividad expuesta en los 
fundamentos de la contestación de la demanda. 
 
LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  
 
Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra excepción que resulte 
demostrada en el curso del proceso. 
 
 
Revisada la demanda solicito respetuosamente señor juez se tenga en cuenta las pruebas 
entregadas por la parte demandante. Igualmente, la Secretaria de Educación Distrital enviara 
cualquier otra prueba que su señoría considere relevante para el proceso. 

 
V. PRUEBAS 

 
Revisada la demanda solicito respetuosamente señor juez se tenga en cuenta las pruebas 
entregadas por la parte demandante. Igualmente, la Secretaria de Educación Distrital enviara 
cualquier otra prueba que su señoría considere relevante para el proceso. 
 

1. Expediente administrativo. 
 

VI. ANEXOS 
 
Anexo al presente escrito los siguientes documentos: 
 

1. Poder especial conferido por el jefe de la oficina jurídica de la Secretaria de 
Educación de Bogotá D.C. 

2. Poder de sustitución. 
3. Pruebas señaladas en el capitulo V. 

 
VII. NOTIFICACIONES. 

 
Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito suministro los 
siguientes datos:  
 
La Secretaría de Educación recibe notificaciones en la Avenida el Dorado No. 66-63, Bogotá. 
Al correo electrónico de notificaciones judiciales de la Entidad: 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co y a al suscrito apoderado: Carrera 16 A 
No. 80-06 oficina 507, de la ciudad de Bogotá al Correo electrónico   del apoderado: 
amunozabogadoschaustre@gmai.com pchaustreabogados@gmail.com 
 

 
Del Señor Juez,  
 

mailto:amunozabogadoschaustre@gmai.com
mailto:pchaustreabogados@gmail.com
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________________________ 
ANDRES DAVID MUÑOZ CRUZ 
C.C. No. 1.233.694.276 de Bogotá  
T.P. No. 393.775 del C.S.J 
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Señores 
JUZGADO VEINTIUNO ADMINISTRATIVO CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SECCIÓN SEGUNDA 
E.      S.       D. 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Dr. Rosse Maire Mesa Cepeda 

 
 
Radicado:                     110013335021 2022 00345 00 
Demandante:  MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ 
Demandado:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, DISTRITO CAPITAL DE 
BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
 

Asunto:   EXCEPCIONES PREVIAS 
 
 
ANDRES DAVID MUÑOZ CRUZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.233.694.276 de 
Bogotá D.C., y portador de la tarjeta profesional No. 393.775 del Consejo Superior de la 
Judicatura, obrando como apoderado sustituto de BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEL DISTRITO, manifiesto que por medio del presente escrito y encontrándome 
dentro del término legal, me permito interponer las siguientes excepciones previas, conforme 
a las siguientes consideraciones: 
 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
Esta excepción tiene como fundamento los argumentos, de defensa que se proceden a 
exponer: 
 

1. EXCEPCIONES PREVIAS. - 
 
FALTADE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. -  
 
Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 
 
Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, en este tipo de 
procesos no constituye excepción de fondo solicito se tenga en cuenta que la Secretaria 
de Educación Distrital no es quien autoriza ni determina a quien ni cómo debe 
reconocerse las prestaciones sociales.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 
 
Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación procesal. La cual 
establece que se entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión 
procesal; es decir es una relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 
demanda, y de la notificación de está al demandado. Quien cita a otro y endilga a otro 
la conducta causante de la demanda, está legitimado de hecho por activa y aquél a quien 
se cita y se atribuya acción u omisión resulta legitimado de hecho y por pasiva, después   
de la notificación del auto admisorio de la demanda. 
 
La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la participación real de las 
personas en el hecho origen de la demanda, independientemente de que dichas 
personas hayan demandado o hayan sido demandadas. 
 
La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior y 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al demandante o al 
demandado: 
 
La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no enerva la pretensión 
procesal en su contenido, como sí lo hace una excepción de fondo. Sin más, si la 
legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las 
partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones del actor 
las razones  de la oposición  por el demandado, mediante sentencia  favorable  o 
desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés sustancial 
que se discute en el proceso, cuando una  de las partes carece de dicha calidad o 
atributo no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 
simplemente declararse inhibido para fallar el caso de fondo. 
 
La Secretaría de Educación Distrital no se encuentra legitimada en la causa por pasiva, 
porque si la ley no le ha transferido la administración del Fondo de prestaciones Sociales 
del Magisterio, no puede entrar a variar los factores y mucho menos conciliar los efectos 
patrimoniales de los actos administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 
 
A continuación, se citan las normas pertinentes que refuerzan el planteamiento anterior: 
 

- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficial que sirva o haya servido veinte años continuos o 
discontinuos y llegue a la edad de 55 años, tendrá derecho a que por la respectiva caja de 
previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al 75% del 
salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios. 
 

- Ley 91 de 1989. Art.2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 
nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la presente ley, son 
de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio... 
 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual vitalicia de 
jubilación será equivalente al'75% del promedio de los salarios y primas de toda especie en el 
último año de servicios por el empleado oficial que haya adquirido el status jurídico de 
jubilado, por reunir los requisitos señalados en la ley para tal fin.                                                                                              
 

- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial certificada a la que 
se encuentre vinculado el docente deberá: 
 
Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada 
del manejo de los recursos de dicho fondo. 
 
Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de tiempo de servicios 
y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con 
la normatividad vigente. 
 
Elaborar v  remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los 15 días 
hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo 
y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior. 
 
Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración 
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de los recursos del Fondo, suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo del Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, y las normas 
que las adiciones o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los 
términos v con las formalidades y efectos previstos en la ley. 
 
Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones   Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento 
de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con la constancia de ejecutoria para efecto de 
pago y dentro de los 3 días siguientes a que se encuentre en firme.” 
 

NOTIFICACIONES 
 
Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito suministro los 
siguientes datos: 
 
 
 
La Secretaría de Educación recibe notificaciones en la Avenida el Dorado No. 66-63, Bogotá. 
Al correo electrónico de notificaciones judiciales de la Entidad: 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co y a al suscrito apoderado: Carrera 16 A No. 
80-06 oficina 507, de la ciudad de Bogotá al Correo electrónico del apoderado: 
amunozabogadoschaustre@gmai.com-pchaustreabogados@gmail.com 
 
Señor Juez, 
 
 
 
 
 
 
____________________________ 
ANDRES DAVID MUÑOZ CRUZ 
C.C. No. 1.233.694.276 de Bogotá  
T.P. No. 393.775 del C.S.J 
 

mailto:pchaustreabogados@gmail.com






































































































































































































FORMATO UNICO PARA EXPEDICION DE CERTIFICADO DE SALARIOS

Primer Nombre

MARIA

Segundo Nombre

CRISTINA

1 Primer Apellido

MARIN

Segundo Apellido

JIMENEZ

Número Documento 41785393

Departamental

Docente X

Prescolar

Propiedad X ¿Cual?

6 Nombre del Establecimiento Educativo Actual o el Ultimo si es retirado

COLEGIO FERNANDO SOTO APARICIO

Ciudad o Municipio

BOGOTA

Departamento

CUNDINAMARCA

1 Grado de Escalafón 2

2 No. A.A. 3 Fecha A.A. 4 Fecha Efectos Fiscales

I DATOS DE LA SECRETARIA DE EDUCACION

SECRETARIA EDUCACION DE:

BOGOTA, D. C.

NIT ENTIDAD NOMINADORA

899.999.061-9
DEPARTAMENTO:

CUNDINAMARCA

II DATOS PERSONALES DEL DOCENTE

2 Tipo de Documento

CC

X

CE

1 TIPO DE VINCULACION
III SITUACION LABORAL

Nacional Nacionalizado

Territorial X

IV ESCALAFON

a. Subtipo Municipal Distrital X

2 Cargo

4 Activo

3 Nivel

Sí

Directivo ¿Cuál?:

Primaria Secundaria X Directivo

No X

5 Tipo de Nombramiento Otro

SUELDO $938.340

SOBRESUELDO $0

PRIMA DE ALIMENTACION $37.533

PRIMA DE HABITACION $0

SUBSIDIO DE TRANSPORTE $55.000

REAJUSTE $0

AUXILIO DE MOVILIZACION $0

PRIMA ESPECIAL $0

SOBSUEL.DOBL/TRIPJORDI $0

PRIMA DE DEDICACION $0

PRIMA ACADEMICA $0

PRIMA DE VACACIONES $0

PRIMA DE NAVIDAD $700.443

$1.090.840

$0

$40.412

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$706.832

DESDE 0

HASTA 3

DESDE 0

HASTA 3

DESDE

HASTA

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

Número Documento 750737462 Tipo de Documento

CC

X

CE

Nombre Completo

JHON JAIRO MENDIETA

VI DATOS DE QUIEN CERTIFICA

Cargo

PROFESIONAL ESPECIALIZADO

FECHA FIRMA DEL FUNCIONARIO QUIEN CERTIFICA

A

Día martes, 4 de julio de 2023

V FACTORES SALARIALES MENSUALES

 FACTORES SALARIALES 1 0 1 2 0 0 8 1 0 1 2 0 0 9

0 1 2 2 0 0 8 0 0 7 2 0 0 9

OBSERVACIONES:

***

Cargo: Lic. o Prof. no Lic.

***

CARGO: Lic. o Prof. no Lic. GRADO: 2A CARGO: Lic. o Prof. no Lic. GRADO: 2A CARGO: GRADO:
CON EL CARGO DE:

Situado Fiscalb. Fuente de Recursos Cofinanciado Recursos Propios SGP X

PRIMA DE SERVICIOS $0 $0 $0

BONIFICACION MENSUAL $0 $0 $0

BONIFICACION PEDAGOGIC $0 $0 $0

TRAMITE JUDICIAL

I-2023-76072/F-2021-299031

G.M.AG.M.A

 

 

 
 

 
SECRETARíA DE EDUCACIÓN 
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FORMATO UNICO PARA EXPEDICION DE CERTIFICADO DE SALARIOS

Primer Nombre

MARIA

Segundo Nombre

CRISTINA

1 Primer Apellido

MARIN

Segundo Apellido

JIMENEZ

Número Documento 41785393

Departamental

Docente X

Prescolar

Propiedad X ¿Cual?

6 Nombre del Establecimiento Educativo Actual o el Ultimo si es retirado

COLEGIO FERNANDO SOTO APARICIO

Ciudad o Municipio

BOGOTA

Departamento

CUNDINAMARCA

1 Grado de Escalafón 2

2 No. A.A. 3 Fecha A.A. 4 Fecha Efectos Fiscales

I DATOS DE LA SECRETARIA DE EDUCACION

SECRETARIA EDUCACION DE:

BOGOTA, D. C.

NIT ENTIDAD NOMINADORA

899.999.061-9
DEPARTAMENTO:

CUNDINAMARCA

II DATOS PERSONALES DEL DOCENTE

2 Tipo de Documento

CC

X

CE

1 TIPO DE VINCULACION
III SITUACION LABORAL

Nacional Nacionalizado

Territorial X

IV ESCALAFON

a. Subtipo Municipal Distrital X

2 Cargo

4 Activo

3 Nivel

Sí

Directivo ¿Cuál?:

Primaria Secundaria X Directivo

No X

5 Tipo de Nombramiento Otro

SUELDO $809.133

SOBRESUELDO $0

PRIMA DE ALIMENTACION $32.363

PRIMA DE HABITACION $0

SUBSIDIO DE TRANSPORTE $0

REAJUSTE $0

AUXILIO DE MOVILIZACION $0

PRIMA ESPECIAL $0

SOBSUEL.DOBL/TRIPJORDI $0

PRIMA DE DEDICACION $0

PRIMA ACADEMICA $0

PRIMA DE VACACIONES $420.748

PRIMA DE NAVIDAD $455.810

$849.590

$0

$33.982

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$441.786

$920.388

DESDE 0

HASTA 3

DESDE 1

HASTA 3

DESDE 0

HASTA 3

$887.822

$0

$35.512

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$0

$538.611

Número Documento 750737462 Tipo de Documento

CC

X

CE

Nombre Completo

JHON JAIRO MENDIETA

VI DATOS DE QUIEN CERTIFICA

Cargo

PROFESIONAL ESPECIALIZADO

FECHA FIRMA DEL FUNCIONARIO QUIEN CERTIFICA

A

Día martes, 4 de julio de 2023

V FACTORES SALARIALES MENSUALES

 FACTORES SALARIALES 5 0 7 2 0 0 5 1 0 1 2 0 0 6 1 0 1 2 0 0 7

0 1 2 2 0 0 5 0 1 2 2 0 0 6 0 1 2 2 0 0 7

OBSERVACIONES:

***

Cargo: Lic. o Prof. no Lic.

***

***

CARGO: Lic. o Prof. no Lic. GRADO: 2A CARGO: Lic. o Prof. no Lic. GRADO: 2A CARGO: Lic. o Prof. no Lic. GRADO: 2A
CON EL CARGO DE:

Situado Fiscalb. Fuente de Recursos Cofinanciado Recursos Propios SGP X

PRIMA DE SERVICIOS $0 $0 $0

BONIFICACION MENSUAL $0 $0 $0

BONIFICACION PEDAGOGIC $0 $0 $0

TRAMITE JUDICIAL

I-2023-76072/F-2021-299031

G.M.AG.M.A
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BOGOTA D.C. 

Secretaría 
 
 
 

ALCALDIA MAYOR 

EDUCACION 
 

 

RESOLUCIÓN No. 2600 17 de MAR 2022 

 
“Por la cual se niega el ajuste de una pensión de invalidez por incremento en la pérdida de capacidad laboral” 

 
EL DIRECTOR DE TALENTO HUMANO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO, con fundamento en la 
delegación conferida por la Secretaria de Educación del Distrito, a través de la Resolución 513 del 16 de marzo de 2016 y en 
desarrollo de las facultades legales atribuidas a las entidades territoriales, en especial en el Decreto 1075 del 2015, modificado 
por el Decreto 1272 del 23/07/2018, en materia de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, 

CONSIDERANDO 
 

Que el artículo 57 de la Ley 1955 del 25 de mayo de 2019 , determinó la eficiencia en la administración de los recursos del 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, señalando en relación con el reconocimiento de las pensiones que: “Las 
pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 
Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 
Educación de la entidad territorial.”  
 
Que en virtud a lo establecido en el artículo 9º de la Ley  489 de 1998, la Secretaría de Educación del Distrito, mediante 
Resolución 513 de 2016, delegó en la Dirección de Talento Humano de la Secretaría de Educación del Distrito, la elaboración 
y suscripción de los actos administrativos que resuelvan peticiones sobre prestaciones socio-económicas a cargo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, previa aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo. 
 
Que mediante solicitud 2022-PENS-003616 de 18/02/2022, la abogada NORA YANINE CHAPARRO AVILA, identificada con 
C.C.52.477.785, T.P. No. 260.674 del Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa en calidad de apoderada de la señora 
MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393, solicita el ajuste de su Pensión de Invalidez, para que 
se le reliquide teniendo en cuenta el nuevo concepto médico que incrementa su pérdida de capacidad laboral. 
 
Que a partir de la Resolución No.3561 del 18/07/2011, se reconoce y ordena el pago de una Pensión de Invalidez, a la docente 
MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393, por la suma de $ 563.968.00 a partir 01/08/2009, por 
registrar una pérdida de capacidad laboral del 75.3 % como docente con vinculación DISTRITAL – SISTEMA GENERAL DE 
PARTICIPACIONES.  
 
Que para la revisión la docente MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393, manifiesta que hubo 
incremento en su Pérdida de Capacidad Laboral en 85% en su concepto médico laboral, de acuerdo a su última valoración 
médica con fecha 26/02/2022. 
 
Que de conformidad con el literal B del artículo 40 de la Ley 100 de 1.993 menciona “El 54 % del ingreso base de liquidación, 
más el 2 % de dicho ingreso por cada 50 semanas de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las 
primeras 800 semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es igual o superior al 66 %”. Revisando 
la solicitud y documentación allegada por el docente se determina que el monto mensual de la pensión de Invalidez de la 
Señora MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393, estaría calculado sobre el 54% por presentar 
pérdida de capacidad laboral superior al 66% como base de cálculo para la mesada pensional. 
   
Que con base en los considerandos anteriormente expuestos, no es posible ajustar la Pensión de invalidez de la docente 
MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393, por incremento en su pérdida de capacidad laboral.  
 
Que son disposiciones aplicables entre las Leyes 33 de 1985, la 91 de 1989, la 962 de 2005, los Decretos 3135 de 1968, el 
1848 de 1969, el 1075 de 2015 modificado por el 1272 de 2018 y la Resolución 513 de 2016. 
 
En consecuencia, 

RESUELVE 
 

ARTÍCULO PRIMERO: Negar la solicitud de ajuste de la pensión de invalidez por incremento en su pérdida de capacidad 
laboral, solicitada por la docente MARIA CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393, de conformidad con 
la parte motiva de la presente resolución. 



Continuación de la Resolución No. 2600 17 de MAR 2022“Por la cual se niega el 

ajuste de una Pensión de Invalidez por incremento en la pérdida de capacidad laboral de la docente MARIA 
CRISTINA MARIN JIMENEZ, identificada con C.C.41.785.393” 
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ARTÍCULO SEGUNDO: Reconocer personería jurídica a la doctora NORA YANINE CHAPARRO AVILA, identificada con 
C.C.52.477.785, y T.P. No.260.674 del Consejo Superior de la Judicatura, en los términos y para los efectos del poder 
conferido.  
 
ARTÍCULO TERCERO: Notificar el contenido de la presente Resolución a la interesada de conformidad con lo establecido en 
el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente resolución procede el recurso de reposición, el cual podrá interponerse dentro de 
los diez (10) días siguientes a la fecha de notificación ante la Dirección de Talento Humano de la Secretaría de Educación del 
Distrito, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
ARTÍCULO QUINTO: La presente resolución, rige a partir de la fecha de su ejecutoria. 
 

  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Dada en Bogotá D.C., a los 17 de MAR 2022 

 

 
EDDER HARVEY RODRÍGUEZ LAITON 

Director de Talento Humano 
Secretaría de Educación del Distrito 

 
Nombre Cargo Labor Firma 

Sonia Paola García Contreras  Abogada Contratista DTH Revisó y aprobó  
Álvaro Vásquez / Carolina Pereira Profesionales FPM Revisó 

 
Alexander Mora Sánchez Profesional Contratista FPM Elaboró 

 

 
 


